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Críticas como las que hoy se dirigen al llamado
“Segundo Piso” de La Moneda también han esta-
do presentes en gobiernos anteriores, típicamen-
te, porque se le atribuye a ese conjunto de aseso-

res presidenciales un exceso de influencia, centralización
de decisiones y escasa coordinación con ministros y parti-
dos. En el caso actual, esas objeciones se han activado por
errores comunicacionales y señales contradictorias que
han obligado al Ejecutivo a corregir sus propios mensajes.

El tema de los equipos asesores ha tenido en Chile una
historia particular. En los gobiernos de Patricio Aylwin y
Eduardo Frei predominó una conducción clásica, apoyada
en ministros fuertes, partidos disciplinados y una coalición
que operaba como espacio de
deliberación. El entorno pre-
sidencial existía, pero no apa-
recía como actor político con
identidad propia. Fue con Ri-
cardo Lagos cuando esa ins-
tancia adquirió densidad es-
tratégica: un grupo de asesores de confianza, capaz de leer
escenarios, elaborar relato y seguir prioridades. Desde en-
tonces, su influencia se volvió parte habitual del presiden-
cialismo chileno.

En el primer gobierno de Michelle Bachelet cumplió
un papel relevante en la protección de la figura presiden-
cial y en el manejo comunicacional. Con Sebastián Piñera
tendió a expresar una lógica más gerencial, de control y
seguimiento. En la segunda administración de Bachelet, en
tanto, adquirió un carácter mucho más ideológico, ad hoc a
la cuestionada agenda reformista de la Nueva Mayoría. En
el segundo gobierno de Piñera, por su parte, se transformó
en blanco de las críticas de los partidos, particularmente
durante el “estallido”, cuando muchos vieron allí una ba-
rrera de contención frente a la ola populista que parecía
instalarse. Finalmente, en la administración Boric se cues-
tionó la solidez de este equipo y algunos de sus miembros
estuvieron en el centro de sonadas controversias.

Esta evolución muestra que los conflictos entre el cuer-
po de asesores presidenciales, los partidos y otras áreas del
gobierno no son una novedad de este período, aunque sí

han venido agudizándose conforme ha crecido su protago-
nismo público. Su existencia responde ciertamente a una
necesidad: conforme se complejiza la tarea de conducir un
país, el Presidente requiere un espacio de su absoluta con-
fianza, capaz de apoyarlo en sus funciones, particularmen-
te en el seguimiento de las políticas impulsadas, y aportan-
do al mismo tiempo una perspectiva estratégica que dé co-
herencia a la acción gubernamental. 

Los problemas surgen cuando la dinámica de esos
equipos entra en contradicción con el diseño institucio-
nal y, yendo más allá de la estricta asesoría, asumen en los
hechos tareas que no les son propias, como las de conduc-
ción política. Ello origina inevitables conflictos y debilita

a los miembros del gabinete,
en cuanto pone en duda su
real peso dentro del gobier-
no y, por tanto, su capacidad
para adoptar decisiones o
llegar a acuerdos. Pero, ade-
más, genera un problema

institucional, en cuanto a que, a diferencia de un minis-
tro, no existen formas de hacer valer la responsabilidad
política de un asesor, precisamente porque, en teoría, este
último carece de funciones ejecutivas. Varios de los pro-
blemas que han asomado en estos días tienen que ver con
ello, como el funcionamiento de un Ministerio Secretaría
General de Gobierno que, al parecer, no ejerce control so-
bre la Secretaría de Comunicaciones, o las críticas al rol
que estaría jugando el “Segundo Piso” en la coordinación
política de los ministerios, tarea que la ley asigna explíci-
tamente al ministro del Interior.

Es cierto que trabajos académicos cuestionan con bue-
nas razones el actual esquema de tres ministerios políticos
y plantean su reemplazo por un centro de gobierno que los
fusione y asuma, además, las funciones de planificación es-
tratégica. Se trata de una fórmula interesante y cabe estu-
diar eventuales reformas en esa línea. Mucho más discuti-
ble resulta, sin embargo, la instalación de facto de una suerte
de híbrido que, en lugar de facilitar, termine restando efica-
cia y generando problemas adicionales a los ya muchos que
implica la conducción de un gobierno. 

Los problemas y conflictos surgen cuando la

dinámica de estos equipos entra en

contradicción con el diseño institucional.

Críticas al “Segundo Piso”

La preocupación global por el efecto que tiene en los
niños y los jóvenes el uso indiscriminado de las re-
des sociales (RR.SS.) ha fortalecido las posturas fa-
vorables a su regulación. También, una creciente

demanda por exigir responsabilidad a las compañías tecno-
lógicas por el diseño de las aplicaciones —cuyo algoritmo
prolonga el tiempo de permanencia—, el deficiente control
de acceso y la ausencia de un filtro efectivo de los conteni-
dos difundidos.

Son muchas las voces que han denunciado el daño que
producirían en la juventud las extensas horas de consumo
de RR.SS., al tiempo que comienza a acumularse evidencia
científica en torno al tema. Estudios norteamericanos indi-
can que un joven está expues-
to a ellas, en promedio, cinco
horas diarias. Adicción, dete-
rioro físico y mental, aisla-
miento social y otras conse-
cuencias se han asociado con
la dependencia de la pantalla.
El sicólogo social Jonathan Haidt encendió las alarmas con
su obra “La generación ansiosa”, alertando sobre los peli-
gros que implica acceder sin control y llamando la atención
de los padres sobre los riesgos a los que están expuestos sus
hijos en la soledad de su habitación.

Así, después del “optimismo tecnológico” de la década
pasada, se observa una persistente corriente de inquietud
en la opinión pública, la que se está traduciendo en acciones
concretas e incluso en decisiones judiciales. El veredicto de
un jurado californiano —en marzo pasado— a favor de una
demandante que responsabilizó a Instagram y Youtube por
sus problemas de disforia y pensamientos suicidas después
de usar adictivamente esas plataformas desde los seis años,
obligó a Meta y Google a pagar seis millones de dólares a la
denunciante, responsabilizando a las compañías de desa-
rrollar plataformas diseñadas para atraer jóvenes, mantener
su atención prolongada y crear sistemas de navegación

adictivos. Este caso judicial sienta un precedente determi-
nante, que muchos comparan con el enjuiciamiento que en-
frentaron las compañías de tabaco. En la misma línea, la Co-
misión Europea advirtió a TikTok que, de insistir en su dise-
ño con características adictivas, podría arriesgar multas. 

Como protección a los niños y jóvenes, diversos países
—con Australia como caso emblemático— están imple-
mentando o proponiendo normas legislativas que prohíben
el acceso a redes sociales a los menores de 16 años, junto con
exigir a las compañías tecnológicas perfeccionar sus siste-
mas de control de acceso. China ya ha implementado un
sistema “modo niño” que pretende evitar la exposición de
menores a contenidos inapropiados.

En nuestro país, según la
encuesta Bicentenario 2025,
el 78 por ciento de los ciuda-
danos está a favor de prohibir
a los estudiantes el acceso a
redes sociales, el 73 por cien-
to favorece la prohibición de

su uso antes de los 15 años y la gran mayoría hace recaer en
los padres la responsabilidad de limitar la exposición de sus
hijos a las RR.SS.

El anunciado “Plan entornos digitales seguros”, del
Ministerio de Desarrollo Social —que considera la pre-
sentación de un proyecto para prohibir a los menores de
16 años el acceso a estas redes, replicando la normativa de
otros países—, debiera ser la oportunidad para plantear
un debate serio sobre el tema y responder a la inquietud
de padres y educadores. Y aunque puede ser prematuro
anticipar la efectividad de las medidas propuestas para
restringir el acceso de los adolescentes —los primeros es-
tudios muestran que en Australia ha disminuido notoria-
mente su exposición a RR.SS., pero una parte de ellos si-
gue utilizándolas—, parece justificada la preocupación
por evitar un daño irreparable en el desarrollo integral de
las futuras generaciones.

El plan anunciado por el Ministerio de

Desarrollo Social es la oportunidad para abrir

un debate necesario. 

Redes sociales en la mira

Es sabido que
el déficit fiscal es-
tructural fragiliza la
institucionalidad
democrática, pero
el tenor de las dis-
cusiones recientes
hace preciso recor-
darlo. Las finanzas
públicas en Chile
enfrentan un desa-
juste crónico: el
gasto permanente supera los ingresos
estables. El Estado no está en quiebra,
pero sí hipoteca la estabilidad institu-
cional si no enfrenta con decisión el
problema. ¿Por qué el debate público
omite el foco si, al menos en
off, se comparte transversal-
mente el diagnóstico?

Hasta ahora, parte im-
portante de la oposición rein-
cide en consignas que eluden
la discusión seria y evocan
2019. La rebaja de primera ca-
tegoría (otrora propuesta por el minis-
tro Marcel) es para los ricos, el ajuste
fiscal es un recorte social y la racionali-
zación, una excusa para aniquilar al
Estado. Al tomar este camino, la opo-
sición incumple su deber de legislar y
fiscalizar, y se resta de ofrecer un pro-
yecto político alternativo viable (lo
que el PDG, dicho sea de paso, no ha
tardado en capitalizar). 

El deber del Gobierno, que com-
promete moralmente al Estado chile-
no en su conjunto, es cumplir en este
ámbito dos promesas, y no una. Pro-
mesas que corresponden en realidad a
dos necesidades sociales profundas:
salir del estancamiento revirtiendo el

déficit estructural, sin recortar benefi-
cios sociales. Ni más ni menos. Quie-
nes están en La Moneda deben recor-
darle a la ciudadanía que ese es el de-
safío para el que fueron elegidos. Ex-
plicarle a la gente que romper el déficit
estructural es dejar de pagar intereses
millonarios: es un medio indispensa-
ble no solo para crecer, sino también
para liberar recursos para gasto social.

Algunos, especialmente en la
oposición, parecen olvidar esta duali-
dad. Si la voluntad ciudadana se hu-
biese limitado a comprometer asisten-
cialismo, Jeannette Jara sería Presiden-
ta. Pero en diciembre, y sin renunciar a
los beneficios sociales conquistados,

los chilenos eligieron salir del estanca-
miento y optaron por quien prometió
reducir el gasto fiscal. La opción por el
marcado cambio de rumbo muestra
que los derechos son valiosos, pero no
alcanzan para llenar el alma nacional.
El problema de los chilenos es la inse-
guridad en un sentido amplio: física,
ante el crimen; civil, ante la migración
ilegal, las tomas y la destrucción del
espacio público, y económica, ante
empleos frágiles, falta de expectativas
y la sospecha de que el país dejó de
premiar el esfuerzo. 

Porque esos anhelos son también
espirituales además de materiales, las
acciones emprendidas por la autori-

dad necesitan ser explicadas con fran-
queza, rigor y emoción. La revisión ac-
tual del gasto fiscal se inserta en ese
contexto, no en un capricho, sino en
un desafío imperativo doble. ¿Cómo
lograrlo? La respuesta descansa en
una distinción fundamental que inex-
plicablemente recién aparece. No es lo
mismo recortar beneficios sociales
que reducir los montos de partidas
asociadas a esos beneficios. Si el desti-
natario final recibe lo mismo, el dere-
cho permanece intacto, pero el recorte
es posible eliminando duplicidades,
subejecuciones y fraudes. No hay ahí
retroceso social, sino una administra-
ción responsable de recursos escasos,

que honra el compromiso ad-
quirido con la ciudadanía. 

El concepto de fraude so-
cial merece ser atendido. Los
chilenos necesitamos enten-
der que cada peso que se filtra
por abuso o ineficiencia es un
peso que no llega a quien sí lo

necesita. Así como acertadamente se
persigue la trampa tributaria o la co-
rrupción estatal, es preciso visibilizar
que saltarse la fila no es viveza: es qui-
tarle a otro. Hablar de cómo la evasión
en el transporte, las condonaciones de
deudas y los abusos en licencias médi-
cas o gratuidad universitaria premian
a quien no paga y perjudican al que
cumple con esfuerzo. El mensaje debe
ser claro, y debe ser entregado tanto
por quienes defienden derechos socia-
les, como por quienes creen que la se-
guridad es indispensable para el bie-
nestar personal y la paz social.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Dos promesas

Los chilenos necesitamos entender que cada

peso que se filtra por abuso o ineficiencia es

un peso que no llega a quien sí lo necesita. 

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
Fernanda García

Qué ganas de que la educación no se
tratara solo de enseñar contenidos, sino
que incorporara el formar criterio, que no
es lo mismo que el pensamiento crítico
(también relevante, obviamente).

Me gusta mucho lo que tienen en Ingla-
terra, donde existe
uno de esos intentos:
Personal, Social, He-
alth and Economic
Education (PSHE).
Un espacio donde no
se enseña qué pen-
sar, sino cómo hacer-
se cargo. Porque hay
algo que se nos ha
ido diluyendo (así co-
mo el Mapocho que
observo en este mo-
mento…): que la so-
ciedad se sostiene en
lo que cumplimos, no en lo que exigimos. 

PSHE pone el foco ahí. En lo mínimo. En
lo cotidiano. En las maneras (“manners”,
como algunos simplifican el nombre del
ramo). Enseña que respetar turnos es una
forma de justicia. Que escuchar no viene
de la cortesía, pues es una responsabili-

dad. Y, lo más importante: que cumplir no
es opcional, sino que se torna estructural.
En el fondo, los instruyen a practicar la
Democracia en chiquitito. Instalan la con-
ciencia de que los derechos no existen en
el vacío. Dependen de que todos hagamos

lo que nos corres-
ponde.

¿Críticas? Claro
que las hay. Dicen
que ponen el énfasis
en cómo adaptarse
a la sociedad más
que en cómo trans-
formarla. ¿Será? Da
para otra reflexión…

Por ahora, se me
vuelve a venir a la
cabeza la idea que
últimamente me ob-
sesiona: que las so-

ciedades se pueden romper, pero no de un
día para otro. Se desgastan lentamente
cuando cada uno empieza a ceder en lo
propio. Y ahí, las maneras en el aula son
esenciales.

D Í A  A  D Í A

PSHE

ANASTASIA

El discurso
procrecimiento
del nuevo gobier-
no se centra en
una sola idea: au-
mentar la inver-
sión a cambio de
beneficios para el
capital. Incluye
recortes en im-
puestos corpora-
tivos, desregula-
ción, incentivos
sectoriales y estabilidad tributaria.
Además, implica una marcada re-
ducción del Estado social (la caja fis-
cal y el “Estado quebrado”) y una
confianza casi ingenua en los merca-
dos y en los empresarios como los
principales acto-
res económicos.
E s l a v i s i ó n
“ochentera” del
Consenso de Wa-
shington, que re-
surge medio siglo
después, cuando los debates sobre el
crecimiento ya se han desplazado a
otras áreas.

En las últimas décadas, el enfo-
que principal —capital y precios—
se desplazó hacia un conjunto mu-
cho más diverso: las capacidades hu-
manas (Sen), las instituciones inclu-
sivas (Acemoglu y Robinson), el ca-
pital social y la confianza (Putnam),
la calidad de la educación y los
aprendizajes (Angrist, Patrinos), la
innovación endógena (Romer, Ag-
hion), la cultura y los valores que
sus t entan l a modern izac ión
(Mokyr), la complejidad y diversifi-
cación productiva (Hausmann), y,
no menos importante, un Estado de
misiones, capaz de orientar y asumir
riesgos (Mazzucato). 

Ninguna de estas corrientes nie-
ga la importancia de la inversión pri-
vada; sin embargo, todas coinciden
en que, por sí sola, esa inversión no
basta para impulsar un ciclo de creci-
miento sostenido.

Ni los mensajes presidenciales
ni la estrategia de comunicación del

Gobierno, que resulta confusa, abor-
dan estos aspectos. En cambio, utili-
zan los instintos básicos del capital
—los “animal spirits”— como si fue-
ran suficientes para impulsar el cre-
cimiento, en lugar de considerar la
variedad de factores que las ciencias
sociales identifican.

La continua evolución de las
fuerzas productivas en el capitalis-
mo, que ni Marx pudo ignorar y que
Schumpeter definió como un proce-
so de innovación mediante la des-
trucción creativa, conlleva un reque-
rimiento adicional. Una “narrativa
contagiosa”, según Flynn y Sastry
(2024), esto es, una historia que re-
suena en empresas, hogares, escue-
las, oficinas públicas y universida-

des, movilizando
expectativas, de-
cisiones y ener-
gías en una mis-
ma dirección. El
dinero en sí mis-
mo nunca trans-

mite esa historia.
Durante los años 1990, Chile ex-

perimentó una narrativa vibrante de
crecimiento y cambio. En ese tiem-
po, se consolidaron valores como la
democracia, el desarrollo equitativo,
la justicia y la reparación, junto con la
confianza, la modernización del Es-
tado y las políticas sociales. Esta
combinación de factores impulsó al
país por más de una década.

La narrativa actual —que habla
de espíritus animales reconfortados,
incentivos fiscales, la sustitución de
personas por sociedades anónimas y
un futuro monetarizado— es débil.
No inspira porque le falta un hori-
zonte compartido. Para crecer, es
fundamental movilizar expectativas
comunes, ampliar el acceso a oportu-
nidades de vida, mejorar los servi-
cios públicos y garantizar que las jó-
venes y los jóvenes puedan seguir
sus propias trayectorias vitales. Este
no parece ser el ánimo predominan-
te en las esferas gubernamentales.

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

Guion equivocado

Esta narrativa no

inspira, porque le falta

un horizonte compartido.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog.

Por
José Joaquín
Brunner

F E C H A  I M P O R T A N T E

—Hoy brindaremos con agüita de la llave no más, porque se conmemora el
Día de la Falta de Trabajo.
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